
citarán los preceptos constitucionales que se estimen infringidas 
y se fijará con precisión el amparo que se solicita para preser­
var o restablecer el derecho o libertad que se considere vulne­
rado. En el caso presente, la súplica del recurso es clara y 
expresa en la solicitud de amparo para el «derecho de igualdad 
ante la ley y con los demás funcionarios de la categoría y clase 
que el demandante debió ostentar y no alcanzó durante el pe­
ríodo de tiempo ...» a que se hace referencia-, y esta pretensión 
configura el presente recurso como un supuesto de presunta 
vulneración de derecho de igualdad que, de confirmarse supon­
dría la necesidad de entrar en el examen de los pedimentos 
concretos que se formulan en la demanda como medio de res­
tablecer la igualdad. En el supuesto contrario, si se llegara a la 
conclusión de que la igualdad no aparece afectada, el Tribunal 
no tiene por qué entrar a discernir acerca de la legalidad de las 
resoluciones impugnadas ya que estos aspectos, como los de la 
supuesta prescripción de los haberes reclamados o los efectos 
de las amnistías, concernientes a la legalidad sin afectar a la 
constitucionalidad de aquellas decisiones, no incumben al Tri­
bunal.

3. A partir de estas consideraciones, es preciso entrar en el 
tema, planteado en el recurso por las partes demandadas, de la 
imposibilidad de aplicación retroactiva de la Constitución qué, 
según dichas partes es lo que se pretendería en el recurso. En 
efecto, la Constitución no había sido promulgada cuando se 
resolvió el asunto en vía administrativa ni cuando, por primera 
vez, se inició la vía judicial. La inexistencia de la Constitución, 
en tal momento, no puede compensarse, como pretende el re­
currente, con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí­
ticos que no contiene una normativa constitucional ni concurre 
base alguna para conceptuarlo como un «anticipo» de las liber­
tades públicas, luego confirmado por la Constitución. Menos 
aún puede servirnos a estos efectos el «Fuero de los Españoles» 
que ni respondía a una filosofía constitucional ni era de aplica­
ción inmediata.

Sin embargo, el tema se complica si atendemos a la Disposi­
ción Transitoria segunda de la LOTC que se refiere —para 
establecer un plazo de recurso especial— a los que se interpon­

gan contra resoluciones o actos anteriores a la Constitución del 
Tribunal y que «no hubieran agotado sus efectos».

Una interpretación lógica de estas palabras, permitiría afec­
tar la Constitución a actos posteriores a su vigencia, que deriven 
de situaciones creadas con anterioridad y al amparo de leyes 
válidas en aquel momento siempre que dichos actos se revelen 
contrarios a la Constitución En el presente recurso, el deman­
dante, caso de estimar que el principio de igualdad aparecía 
violado en la fijación de sus derechos pasivos, por estar deter­
minada su función de los emolumentos percibidos durante su 
situación activa y de las categorías ostentadas debió incluir 
este pedimento en su recurso, lo que obligarla al Tribunal a exa­
minar la supuesta vulneración durante el período de jubilación 
y el recurso podría prosperar si se probase un distinto trato 
en comparación con otros funcionarios en la misma situación 
y esta diferencia no estuviera basada en una circunstancia 
razonable. El recurrente no plantea la cuestión ni a la Adminis- 
tración ni a la Jurisdicción-, al contrarió,—ya se hizo referencia 
al principio al contenido de sus pedimentos y, por otra parte, 
la prueba no ha estado encaminada a demostrar este extremo 
por todo lo cual no procede entrar en su. consideración y la 
petición de amparo debe ser desestimada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por el recurrente.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid a tres de junio de mil novecientos ochenta 

y dos.—Jerónimo Arozamena Sierra.—Francisco Rubio Llorente. 
Francisco Tomás y Valiente.—Plácido Fernández Viagas.—An- 
tonio Truyol Serra.—Firmados y rubricados.

16310 Sala Primera. Recurso de amparo número 234/1980. 
Sentencia número 32/1982, de 7 de junio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta  por 
don Manuel García-Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel La- 
torre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña Gloria 
Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel  
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

en el recurso de amparo número 234/1980, promovido por don 
X, Y, Z y otros, representados por el Procurador de los Tri­
bunales don José Bustamante Ezpeleta y bajo la dirección del 
Letrado, don Rafael Jiménez de Parga, contra la inejecución 
de la sentencia de la Sala Quinta del Tribunal Supremo, de 9 de 
febrero de 1977, condenatoria de la Administración, y en el que 

han  comparecido el Abogado del Estado y el Fiscal general 
del Estado, siendo ponente la Magistrada doña Gloria Begué 
Cantón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. Con fecha 9 de febrero de 1977, la Sala Quinta del Tri­
bunal Supremo dicta sentencia en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo número 504.062, formalizado el 19 de diciembre de 
1972 por don X, Y, Z y otros contra la Orden del Ministerio 
de la Vivienda de 25 de noviembre de 1971, aprobando el pro­
yecto de expropiación del Area de Actuación Urbanística «Rie-

ra de  Caldas» en la provincia de Barcelona, y en el que se 
solicitaba la anulación da la mencionada Resolución en cuanto 
a las valoraciones fijadas en ella que afectaban a los recu­
rrentes.

2. La sentencia dictada por la Sala Quinta, estimando en 
el recurso interpuesto, declara la nulidad de la resolu­

ción impugnada, variando los elementos Integrantes de la va­
loración de las parcelas expropiadas y en ciertos supuestos el 
justiprecio de las edificaciones y vuelos de las fincas expro­
piadas, y condena a la Administración a efectuar nuevas va­
loraciones en la forma expresada y a abonar a los recurrentes 
las cantidades que resulten en cuanto no hayan sido por ellos 
percibidas, incrementadas en el 5 por 100 como premio de 
afección.
 3. Con fecha  2 de abril de 1977, el Ministerio de la Vi­

vienda dispone la ejecución de la sentencia en sus propios tér­
minos y la adopción de las medidas necesarias al efecto. La 
nueva valoración realizada por la Administración de acuerdo 
con los criterios fijados en la sentencia del Tribunal Supremo 
se  notifica a los recurrentes el 15 de noviembre de 1978.

4. Por escritos de 12 de junio de 1978 y 25 de abril de 1980, 
los recurrentes ponen en conocimiento del Tribunal Supremo

la situación de total desamparo en que se encuentran ante la 
actitud de la Administración, que por vía de hecho se niega a 
ejecutar la sentencia de 9 de febrero de 1977; a consecuencia 
de ello, la Sala Quinta, por providencias de 3 de julio de 1978 
y 7 de mayo de 1980, recaba del Ministerio de Obras Pú­
blicas y Urbanismo informe del estado de ejecución de la sen­
tencia, sin obtener respuesta alguna hasta que por oficio de 22 
de julio de 1980 dicho Ministerio remite un informe elaborado 
al respecto por el Instituto Nacional de Urbanización (INUR).

5. Posteriormente, la representación de los recurrentes, por 
escrito de 1 de septiembre de 1980, vuelve a dirigirse a la 
Sala Quinta del Tribunal Supremo, solicitando se sirva dictar 
una resolución por la que se acuerde lo necesario para pro­
ceder por la misma Sala a la Ejecución de la sentencia por 
ella dictada con el fin de que sus representados obtengan la 
tutela efectiva de sus derechos e intereses.

6. Por providencia de 12 de noviembre de 1980, la Sala 
Quinta del Tribunal Supremo requiere al Ministerio antes ex­
presado para que en el plazo de diez días, comunique el estado 
en que se encuentra la tramitación del suplemento de crédito 
al que se refiere el mencionado oficio de 22 de julio de 1980, 
bajo apercibimiento de deducir el tanto de culpa por el delito 
de desobediencia para su remisión al Tribunal competente en 
su caso.

7. Con fecha 18 de diciembre de 1980, don José Bustamante 
Ezpeleta, Procurador de los Tribunales, en nombre y represen­
tación de don X, Y, Z y setenta y ocho personas más, inter­
pone recurso de amparo ante este Tribunal Constitucional so­
licitando «Se condene y ordene inmediatamente la ejecución, 
de la sentencia dictada por la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, de fecha 9 de febrero de 1977, condenándose expresa­
mente, y de inmediato, a la Administración que cumpla la 
indicada resolución judicial en todos sus pronunciamientos», 
por estimar que el derecho a obtener la tutela efectiva de 
los Jueces y Tribunales, reconocido en el artículo 24 de la 
Constitución, ha sido vulnerado.

Alegan los recurrentes que la tutela efectiva de sus legíti­
mos intereses no se ha producido a través de la jurisdicción 
ordinaria, pues la sentencia de 0 de febrero de 1977, después 
de tres años y medio de ser dictada, no se ha traducido en una 
real y auténtica satisfacción de sus pretensiones al no acceder 
la Sala Quinta del Tribunal Supremo, ante la inactividad de la 
Administración, a proceder por sí misma a la ejecución de la 
sentencia, ejercitando la orden de ejecución forzosa sobre el 
Banco de España, tal como solicitaban en escrito de 1 de 
septiembre  de 1980, y limitarse a requerir al Ministerio de 
Obras Publicas y Urbanismo para que en el plazo de diez días, 
comunicase el estado en que se encontraba la tramitación del 
suplemento de crédito, bajo apercibimiento de deducir el tanto 
de culpa por el delito de desobediencia.

A juicio de los recurrentes, una vez aprobada la Constitu­
ción y dada la eficacia inmediata de la misma, en su fun­
ción organizatoria de los poderes, debe considerarse derogado



el artículo 103 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Ad- 
ministrativa en virtud de la disposición derogatoria tercera 
de la propia Constitución, sin que sea precisa una previa de­
claración de inconstitucionalidad, pues, tal como se deduce del 
artículo 2- en relación con el 117 de la Constitución, es al 
propio Tribunal a quien corresponde acordar lo necesario para 
ejecutar su sentencia y no a la Administración.

8. Por providencia de 14 de enero de 1981, la Sección Pri­
mera de la Sala Primera de este Tribunal acuerda admitir a 
trámite la demanda de amparo, requiriendo al Tribunal Su­
premo el envío de las actuaciones originales o testimonio del 
recurso número 504.062 correspondiente a la Sala Quinta, y al 
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo para que remita las 
actuaciones originales, o testimonio de ellas, relativas a la 
ejecución de la sentencia del Tribunal Supremo de 9 de febrero 
de 1977.

9. En fecha 9 de febrero de 1981, se reciben las actua­
ciones originales remitidas por la Subdirección General de Coor­
dinación Administrativa del Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo, haciendo constar que por tratarse de un expediente 
del extinto Ministerio de la Vivienda el resto de los antecedentes 
obraban en el INUR al que se reclamaban, y el 16 del mismo 
mes asimismo se reciben los autos originales del recurso con- 
tencioso-Administrativo número 504.062, remitidos por la Sala 
Quinta del Tribunal Supremo.

10. El 27 del mismo mes de febrero se recibe un informe 
elaborado por el INUR, remitido por la mencionada Subdirec­
ción, en el que se hace constar que el suplemento de crédito 
necesario para llevar a cabo el cumplimiento de la sentencia 
fue aprobado por el Consejo de Ministros en su reunión del 
día 30 de diciembre de 1980 y que en ese . momento el INUR
 estaba procediendo a la tramitación de la propuesta de pago 
y de sus oportunos libramientos.

12. El 2 de marzo de 1981 el Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo remite la documentación aportada por el INUR 
y un oficio de este organismo de 25 de febrero de 1981, co­
municando que «como consecuencia del traspaso de actuaciones 
a la Generalidad de Cataluña, la documentación relativa a la 
Actuación "Riera de Caldas” (ahora denominada Santa María 
de Galleçs) ha sido remitida a Barcelona, donde se seguirá el 
trámite de pago en la Delegación Provincial del Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo».

Las fotocopias aportadas (correspondientes al original obran­
te en Barcelona) comprenden la resolución ordenando la ejecu­
ción del fallo, la orden de inclusión en el «Boletín Oficial del 
Estado», el informe de valoración de las distintas fincas se­
gún los criterios fijados por el Tribunal Supremo en su sen­
tencia, y la propuesta de resolución de la Sección de recursos 
en los siguientes términos: «En ejecución de la sentencia dic­
tada por el Tribunal Supremo en 9 de febrero de 1977, en el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don X, Y, 
Z y otros contra la Orden ministerial de 25 de noviembre de 
1971, se fija como justiprecio de las fincas 11-12 y otras del 

Area de Actuación «Santa María de Galleçs», la cantidad to­
tal de trescientos sesenta y seis millones doscientas treinta mil 
ciento sesenta y dos (366.230.162) pesetas; lo que supone un 
aumento de 240.618.454 pesetas sobre lo fijado en la resolución 
recurrida. Asimismo figuran entre los documentos aportados 
que obran en autos la conformidad del Abogado del Estado y 
la toma de razón del gasto y el acuerdo favorable de la In­
tervención General de la Administración del Estado para su­
fragar . el gasto que se fiscaliza.

12. La Sección, por providencia de 1 de abril de 1981, acuer­
da tener por recibidas las actuaciones reclamadas y, de con­
formidad con lo dispuesto en el articulo 88 de la Ley Orgá­
nica del Tribunal Constitucional (L. O. T. C.), interesar de la 
Delegación Provincial del Ministerio de Obras Públicas y Ur­
banismo en Barcelona que remita a este Tribunal en el plazo 
de diez días informe sobre las actuaciones y estado que man­
tiene el trámite de pago a «Riera de Caldas» (ahora denominada 
Santa María de Galleçs).

13 El 24 de abril de 1981 se recibe en este Tribunal el 
informe recabado de la Delegación del Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo en Barcelona, en el que se manifiesta 
que recientemente, con fecha 2 de abril, dicha Delegación, por 
cuenta del INUR ha abonado el señor Y, Z la cantidad fijada 
en la sentencia, y que respecto a los restantes promovientes 
del recurso de amparo no puedo informarse en tanto no se 
conozcan los nombres de los mismos a efectos de identifica­
ción de las fincas; en todo caso pende el pago de los intere­
ses de demora en cumplimiento de la sentencia.

Asimismo se hace constar que por Real Decreto 1503/1980, 
de 20 de junio, se transfirieron a la Generalidad de Cataluña 
las actuaciones que el INUR venia allí realizando, provocán­
dose una subrogación en derechos y obligaciones, y que en 
función del traspaso de dichas competencias el Parlamento de 
Cataluña, con fecha 16 de diciembre de 1980, aprobó la Ley 4 
de creación del Instituto Catalá del Sól (Instituto Catalán del 
Suelo), Organismo Autónomo adscrito al Departament de Polí­
tica Territorial i Obres Públiques (Departamento de Política 
Territorial y Obras Públicas).

14. El 5 de mayo de 1981 tiene entrada en el Registro ge­
neral de este Tribunal un escrito del Secretario General Téc­
nico del Departamento de Política Territorial y Obras Públicas 
de la Generalidad de Cataluña, al que se acompaña un in­
forme del Instituto Catalán del Suelo de 27 de abril de 1981.

En este informe se señala que en los antecedentes obran­
tes en dicho Instituto no consta que se haya procedido al 
pago de las cantidades señaladas en la sentencia del Tribu­
nal Supremo de 9 de febrero de 1977, pero que, incidental­
mente, se ha tenido conocimiento de que, por parte de la 
Delegación Provincial del Ministerio de Obras Públicas y Ur­
banismo, los días 2, 3 y 4 de abril se ha procedido al pago 
de justiprecios afectados por dicha actuación. 

15. A la vista de los anteriores documentos e informes la 
Sección acuerda, con fecha 6 de mayo de 1981, interesar de la 
Delegación Provincial del Ministerio de Obras Públicas y Ur­
banismo en Barcelona que, en el plazo de diez días, remita 
a este Tribuna! informe comprensivo de las personas integran­
tes de la relación de recurrentes en el presente proceso a las 
que les han sido abonadas las indemnizaciones por la expro­
piación realizada por el INUR en el Area de Actuación Urba­
nística «Riera de Caldas», con anterioridad a la fecha de trans­
ferencia de sus competencias en esta materia a la Generalidad 
de Cataluña, a cuyo efecto se adjunta relación de solicitantes 
del recurso de amparo.

16. El 29 de mayo de 1981 tiene entrada en el Tribunal un 
escrito de la Delegación Provincial del Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo en el que se manifiesta que se ha dado 
traslado de la petición de este Tribunal al Institut Catalá del 
Sól, por ser el depositario de toda la documentación relativa 
a las actuaciones llevadas a cabo hasta la fecha en la ACTUR 
Santa María de Galleçs y el ente competente para aportar los 
datos a que se refiere el escrito del Tribunal Constitucional 
de 12 de mayo de 1981.

El Institut Catalá del Sól, con fecha 5 de junio, remite lis­
tado de las cantidades abonadas en concepto de indemniza­
ciones por la expropiación realizada en dicha área de actua­
ción con anterioridad al 20 de junio de 1980, en el que se 
incluye el justiprecio contenido en la Orden ministerial Impug­
nada por los recurrentes y la diferencia en más calculada de 
acuerdo con la sentencia del Tribunal Supremo, señalando la 
fecha de pago y las cantidades consignadas o que habrán de 
consignarse.

17. El 10 de junio de 1981 la Sección Primera acuerda dar 
vista de las actuaciones a las partes personadas, al Ministerio 
Fiscal y al Abogado del Estado, a fin de que dentro del plazo 
común de veinte días, puedan presentar las alegaciones que 
estimen procedentes, de acuerdo con lo dispuesto en el artícu­
lo 52 de la L. O. T. C.

18. El 20 de junio de 1981 entra en el Tribunal un es- 
crito del Institut Catalá del Sól en el que se puntualiza que las 
cantidades «a consignar» que figuran en el informe remitido con 
fecha 5 de junio de 1981, no pudieron abonarse a los afec- 
tados por no haber éstos comparecido, o por fallecimiento, 
o por cualquier otra circunstancia, pero que están a disposi­
ción de los mismos y que se depositarán en la Caja General 
de Depósitos en cuanto la habilitación efectúe los trámites ad­
ministrativos oportunos, permaneciendo de momento ingresa­
dos en el Banco de España. Asimismo se señala que cualquier 
falta de coincidencia entre los nombres de los recurrentes en 
amparo y los que con respecto a cada parcela se señalan en el 
listado ha de imputarse a que se trata de causahabientes del 
primitivo expropiado o a expropiaciones que se siguieron con­
tra propietario que resultó luego no serlo tras expediente de 
dominio.

19. Los recurrentes, en escrito de 8 de julio de 1981, se 
ratifican en cuarto a los hechos y fundamentos de su demanda, 
y al mismo tiempo ponen de manifiesto que la Administración 
Pública tras la interposición del presente recurso ha pagado 
parte de las cantidades debidas como indemnización pero no 
los complemento que se mencionan en la sentencia y los in­
tereses do demora, y que de las actuaciones remitidas se des­
prende que los distintos expropiados han sido objeto de un 
trato desigual, pues a algunos se les ha abonado ya Intere­
ses de demora y a los recurrentes no.

Concluyen su escrito solicitando se desestime cualquier cau­
sa de inadmisibilidad que fuere alegada por el Ministerio Fis­
cal o por el Abogado del Estado, y se otorgue el amparo 
solicitado declarando que la sentencia ha de ser ejecutada por la 
Sala Quinta del Tribunal Supremo mediante el embargo de 
la Cuenta de Tesorería del Estado en el Banco de España por 
la cantidad adeudada y los intereses devengados, o utilizando 
cualquier otro procedimiento de apremio que conduzca a la 
tutela efectiva de sus derechos e intereses legítimos; asimismo 
solicitan se impongan las costas a la Administración Pública 
por su notoria mala fe, como evidencian las actuaciones últi- 
manente remitidas.

20. Mantiene el Ministerio Fiscal, en su escrito de alega­
ciones de 9 de julio de 1981, que el amparo que se solicita 
carece de contenido, pues los demandantes han obtenido ya la 
compensación económica que reclamaban, aun cuando haya 
s;do a lo largo de la tramitación de este proceso, y con ello 
se ha dado cumplimiento a la sentencia, dado que el pago de 
los intereses de demora habrá de producirse previa fijación 
para cada caso concreto y mediante los procedimientos admi­
nistrativos pertinentes. En todo caso —observa— debe desesti­
marse la demanda en relación con uno de los recurrentes, don 
Z. X .Y, por incumplimiento del artículo 43.1 de la L. O. T. C.

Por si el Tribunal no acogiese la tesis anterior, el Ministerio 
Fiscal pasa a analizar las alegaciones de los demandantes en
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cuanto a la presunta violación del artículo 24.1 de la Constitu­
ción. Admite que la tutela efectiva supone que el pronunciamien­
to judicial sea llevado a cumplido efecto, pues en otro caso el 
reconocimiento del derecho que la decisión judicial comporta 
en favor de alguna de las partes constituiría una mera decla­
ración, ya que derecho sin efectividad no es verdadero de­
recho. En este sentido —afirma— el artículo 117.3 de la Cons­
titución completa el contenido del artículo 24.1 al establecer 
que corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales 
determinados por las leyes el ejercicio de la potestad juris- 
diccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecu­
tar lo juzgado, pero no debe olvidarse el inciso final de dicho 
párrafo, que añade «según las normas de competencia y proce­
dimiento que las mismas establezcan».

Sobre estas bases, el Ministerio Fiscal concluye que el ar­
tículo 117.3 de la Constitución no ha derogado las normas de 
ejecución de sentencias contempladas en la Ley de la Juris­
dicción Contencioso-Administrativa, y que los Tribunales cuen­
tan con facultades suficientes, aun cuando no siempre las ejer­
citen en toda su amplitud como en el presente caso, para hacer 
cumplir sus fallos, como se deduce de los artículos 8.1, 103, 105 
y 109 de dicha Ley, y especialmente del 110.1 según el cual el 
Tribunal sentenciador, en tanto no conste en autos la total 
ejecución de la sentencia, «adoptaría a instancia de las partes 
interesadas cuantas medidas sean adecuadas para promoverla 
y activarla».

Al analizar el comportamiento del Tribunal sentenciador a 
la luz de las anteriores consideraciones, el Ministerio Fiscal 
advierte que dicho Tribunal actuó cuantas veces se lo solicitaron 
los recurrentes y si bien no llegó al extremo de deducir el 
tanto de culpa a que se refiere el artículo 110.3 de la Ley de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, no ha de olvidarse 
que cuando comunica su posible actuación en tal sentido la 
Administración ya ha anunciado que está en tramitación el 
suplemento de crédito necesario para dar efectividad a la sen­
tencia; en cualquier caso la acción del Tribunal ha dado el 
resultado que de ella se esperaba y la sentencia ha quedado 
ejecutada.

Por lo que respecta a la Administración, el Ministerio Fis­
cal considera que sin duda se ha producido una evidente tar­
danza en la ejecución de la sentencia, pero también que es 
preciso tener en cuenta que la zona afectada por la expropia­
ción es muy extensa así como elevado el número de parcelas 
en que dicho suelo se encontraba dividido y notables las varia­
ciones en la titularidad de las mismas.

Como consecuencia de todo lo anterior, el Ministerio Fiscal 
solicita se desestime la demanda por cuanto el derecho que 
se tenía por lesionado ha sido restablecido en el curso del 
proceso, ya que al cumplirse la sentencia se ha dado a los 
derechos de los recurrentes la tutela efectiva que reclamaban. 
Asimismo solicita se recabe información complementaria de 
los demandantes, del Instituto Catalán del Suelo y del Ministerio 
de Obras Públicas y Urbanismo, pues en la relación enviada 
por dicho Instituto no aparecen los nombres de algunos recu­
rrentes entre los que han percibido las cantidades reconocidas 
o se encuentran en situación de consignación.

. 21. El Abogado del Estado comienza su escrito de alega­
ciones, de 9 de julio de 1981, poniendo de manifiesto que en 
el momento actual no existe derecho amparable, pues la re­
clamada tutela no puede en ningún caso ir más allá del cum­
plimiento de la sentencia y ésta se ha producido ya, dado que, 
según el documento número 92 de los autos de este recurso, to­
dos los interesados han cobrado las cantidades adeudadas, sal­
vo en quince casos en que las cantidades se han enviado a 
consignación en la Caja General de Depósitos por no haber 
comparecido los afectados, o por fallecimiento, o por cualquier 
otra circunstancia. Por tanto, el Tribunal Constitucional de­
biera declara: extinguido el proceso de amparo pop satisfac­
ción extraprocesal de la pretensión y por imposibilidad de adop­
tar una decisión congruente con el suplico de la demanda.

No obstante, el Abogado del Estado pasa a analizar las dos 
cuestiones que en el recurso están planteadas: Por una parte, 
se impugna una omisión imputada a la Sala Quinta del Tribunal 
Supremo que entienden los interesados implica vulneración del 
derecho fundamental consagrado en el artículo 24.1 de la Cons­
titución; por otra parte, los recurrentes hacen manifestacio­
nes dirigidas directamente contra el sistema actual de protec­
ción de los fondos públicos y contra las peculiaridades que el 
mismo impone a la ejecución de las sentencias condenatorias 
de la Administración Pública. Deslindadas así las dos cuestiones, 
centra su escrito en la segunda, pues considera que son las 
alegaciones de los recurrentes en relación con ella las que han 
podido motivar la decisión del Tribunal Constitucional de dar 
traslado del escrito de demanda a la representación del Es­
tado.

En relación con dicha cuestión, el Abogado del Estado sos­
tiene la tesis de que la ejecución por la Administración de 
las sentencias que la condenan no es contraria a la Constitu­
ción y que, por tanto, no pueden estimarse directamente dero­
gadas por esta última las normas legales que la regulan.

A Juicio del Abogado del Estado, la fórmula contenida en el 
artículo 117.3 de la Constitución, que sirve de apoyo argumen­
ta! a los demandantes, no supone, como ellos pretenden, una 
innovación constitucional: Tiene antecedentes centenarios en la 
Ley provisional sobre organización del poder judicial de 15 de 
septiembre de 1870, y ha convivido con normalidad a lo largo 
del tiempo con el principio de ejecución de las sentencias por

la Administración reconocido en nuestras Leyes de Administra­
ción y Contabilidad de la Hacienda Pública; por ello no puede 
utilizarse como argumento decisivo para pretender la derogación 
de estas últimas normas. El principio de ejecución de las sen­
tencias por la Administración no supone la concesión de un 
privilegio-, deriva del princpio de legalidad presupuestaria que 
viene exigido por el interés de la gran masa de ciudadanos con­
tribuyentes.

Hay sin duda una tensión manifiesta entre dos principios 
constitucionales: El de seguridad jurídica, que exige el cum­
plimiento de las sentencias, y el de legalidad presupuestaria; 
pero ambos deben ser respetados y armonizados. De ahí que 
el desarrollo de dicho principio haya dado lugar a un mecanis­
mo de ejecución de sentencias que prevé los medios para ob­
tener tal ejecución o forzar a ella y que conducen hasta la 
posibilidad de exigir la responsabilidad civil y penal de las 
autoridades administrativas (artículos 109 y 110 L, J. C. A.; 43 
y 44 L. R. J. A. E., así como los artículos 206 a 266 L. O. P. J. 
y 903 a 918 L. E. C). A ello hay que añadir que el valor real 
del derecho o interés protegido se mantiene hasta cierto pun­
to en virtud de la obligación de la Administración de deven­
gar el interés de demora sobre la cantidad debida (artícu­
lo 45 L. G. P.).

El Abogado del Estado concluye haciendo referencia a los 
aspectos procesales del recurso, pues, en su opinión, no se ha 
agotado la via judicial procedente y no se ha fijado con preci­
sión el amparo que se solicita. Los recurrentes han acudido al 
Tribunal Constitucional eludiendo las caigas procesales pre­
vistas en la legislación como medio de protección de sus de­
rechos en la fase de ejecución; después de transcurridos cuatro 
años desde la sentencia lo procedente, legalmente, hubiera sido 
reclamar intereses de demora e instar del Tribunal sentenciador 
el ejercicio de acciones de responsabilidad contra los órganos 
implicados en la ejecución. Por otra parte, si, como los deman- 
dantes pretenden, la causa de la no ejecución de la sentencia 
y de no haber recibido por tanto tutela efectiva es la omisión 
del Tribunal sentenciador, al solicitar del Tribunal Constitucio­
nal que condene «expresamente» y de inmediato a la Adminis­
tración a que cumpla la sentencia de 9 de febrero de 1977, se 
produce una incongruencia, aparte de no introducir ningún ele­
rnento nuevo que justifique la intervención del Tribunal Consti­
tucional.
 En consecuencia, el Abogado del Estado solicita se dicte 

sentencia en que se declare extinguido el proceso por satisfac­
ción extraprocesal de la pretensión o, subsidiariamente, se de­
niegue el amparo solicitado por estar el recurso indebidamente 
planteado.

22. Por providencia de 7 de octubre de 1981, la Sección 
acuerda requerir a los demandantes de amparo indicados por 
el Ministerio Fiscal en sus alegaciones para que en el plazo de 
diez días, señalen el número de la parcela de la que son 
titulares, e interesar del Instituto Catalán del Suelo que, en 
dicho plazo, informe sobre las cantidades abonadas, distinguien­
do las correspondientes a los precios de las parcelas expropia­
das y las que corresponden a los demás complementos de 
indemnización relativos a edificaciones y vuelos de las fin­
cas expropiadas; asimismo acuerda interesar de la parte ac- 
tora que, en igual plazo, precise el contenido del apartado A) 
de la alegación primera de su escrito de 7 de julio pasado, 
indicando el nombre de los recurrentes de amparo a quienes 
deben abonarse dichos complementos de indemnización y la 
cuantía de los mismos.

23. Dando cumplimiento a la anterior providencia, los re­
currentes, en escrito de 28 de octubre de 1981, precisan el 
número de las parcelas de que son titulares los indicados en 
ella, y manifiesten que los datos referentes a los complemen­
tos de indemnización y que ellos reproducen se encuentran en 
el expediente administrativo remitido en su día por el Ministerio 
de la Vivienda al Tribunal Supremo. Asimismo manfiestan que, 
como la Admnistración no resolvió expresamente los recursos 
de reposición en su día presentados, sólo han tenido conoci­
miento indirecto de los aumentos en el justiprecio al remitirse 
el expediente administrativo al Tribunal Supremo para evacuar 
el trámite de demanda en el recurso jurisdiccional y que, por 
otra parte, la Administración en la ejecución parcial y tardía 
de la sentencia ha entregado a los expropiados una cantidad 
global, sin explicación alguna del método seguido por ella para 
calcularla, por lo que les resulta difícil precisar los datos so­
licitados.

Al margen de los anteriores extremos, únicos a los que hace 
referencia la providencia de este Tribunal Constitucional de 7 
de octubre de 1981, los recurrentes aprovechan para ampliar 
sus alegaciones contestando al Ministerio Fiscal y al Abogado 
del Estado, circunstancia que convierte a esta parte del es­
crito en irrelevante desde el punto de vista procesal.

24. Por su parte, el Instituto Catalán del Suelo da cum­
plimiento a la providencia de 7 de octubre precisando que 
dentro del cuadro listado que remitió el 12 de mayo de 1981, en 
la columna «Justiprecio O. M.», se contienen las cantidades que 
constituyeron el precio de las parcelas expropiadas según la 
Orden ministerial que fijaba los justiprecios, mientras que bajo 
el epígrafe «Sentencia Tribunal Supremo» se hace constar las 
cantidades que corresponden a los complementos de indem­
nización a que se refiere el punto 2.° del Fallo de la sentencia, 
y que el «Total» representa la totalidad de la indemnización 
fijada por la sentencia.

25. Por providencia de 25 de noviembre de 1981, la Sección 
acuerda dar vista a las partes de todas las actuaciones a



fin de que en el plazo de diez días, y únicamente respecto de 
los escritos reseñados, formulen las alegaciones que estimen 
oportunas.

26. El Ministerio Fiscal comienza su escrito de alegaciones, 
de fecha 16 de diciembre de 1971, advirtiendo que en el in­
forme remitido por el Instituto Catalán del Suelo no ha que­
dado claramente especificado si las cantidades correspondien­
tes a los recurrentes indicados en la providencia de este Tri­
bunal Constitucional de 7 de octubre de 1981, hablan sido abo­
nadas o en su caso consignadas a favor de sus actuales titu­
lares, aun cuando implícitamente se deduzca del conjunto de 
actuaciones que así se hizo. No obstante, estima conveniente 
recabar del citado Instituto Catalán confirmación del pago o 
consignación de las cantidades correspondientes a las mencio­
nadas parcelas, cuya numeración se aporta ahora por los in­
teresados.

También hace constar el Ministerio Fiscal su protesta so­
bre la conducta procesal de los recurrentes, que «aprovechan» 
para formular alegaciones al margen de lo que se pedía en la 
providencia del Tribunal, y a tal respecto precisa que ahora 
tratan de alterar las indemnizaciones que les fueron reconoci­
das en su día por la jurisdicción ordinaria bajo pretexto de 
que sólo tuvieron noticia indirecta a través del expediente ad­
ministrativo del que se les dió traslado para formalizar la de­
manda, cuando es evidente que si tuvieron conocimiento del 
expediente tuvieron- conocimiento directo y total de las actua­
ciones, para poder así precisar su demanda.

En cuanto al pago de los intereses legales por la demora 
en el cumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo, pe­
tición que reiteran los recurrentes, se trata, a su juicio, de una 
pretensión rechazable dentro del presente proceso¡ porque la 
ejecución de la sentencia se ha producido en el curso del 
mismo y «los intereses que pueda adeudar la Administración 
no han podido ser calculados, ya que en todo caso el momento 
final que ha de servir para ello será el mismo en el que en 
definitiva se percibe la indemnización. Ni consta hayan sido 
fijados hasta el momento —y su señalamiento sería algo que 
escapa a la competencia específica del Tribunal Constitucional— 
ni consta tampoco hayan sido reclamados en trámite de ejecu­
ción de sentencia, en cuyo procedimiento deberá producirse la 
solicitud, siendo competente la jurisdicción ordinaria para ello». 
Acceder a lo solicitado por los recurrentes sería por tanto, para 
el Ministerio Fiscal, ir en contra de la Ley Orgánica del Tri- 

bunal Constitucional al convertir a éste en una tercera instancia.
27. El Abogado del Estado, por su parte, en escrito de 17 de 

diciembre de 1981, manifiesta que tanto el Instituto Catalán 
del Suelo como los recurrentes no aportan elementos nuevos 
que pudieran modificar los términos en que el litigio quedó 
inicialmente planteado, y que es de todo punto rechazable la 
afirmación de los recurrentes de que la sentencia no ha sido 
totalmente ejecutada por estar pendiente el pago de intereses. 
La sentencia de 9 de enero de 1977, no contiene pronunciamiento 
alguno sobre los posibles intereses devengados por cuanto el 
problema planteado era el de fijación del justiprecio y la li­
quidación de intereses ha dé seguir el procedimiento previsto 
en la legislación de expropiación forzosa, siendo su exigencia 
independente del procedimiento principal base del recurso de 
amparo.

El Abogado del Estado concluye denunciando la utilización 
por los recurrentes del trámite de aportación de información 
complementaria para dar réplica a sus alegaciones y a las del 
Ministerio Fiscal, y solicita de este Tribunal se entiendan por 
no hechas las alegaciones que excedan del suministro de infor­
mación solicitada.

28.  Los recurrentes, en escrito presentado el 18 de diciem­
bre de 1981, reiteran argumentos ya aportados insistiendo en el 
impago de intereses de demora y en la notoria mala fe de la 
Administración, por lo que solicitan se la condene en costas.

29. Por providencia de 19 de mayo de 1982, se señala la 
fecha de 26 del mismo mes, para la deliberación y votación del 
presente recurso.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS
1. La Sala Quinta del Tribunal Supremo, en su sentencia 

de 9 de febrero de 1977, condena a la Administración a efectuar 
nuevas valoraciones en relación con las expropiaciones reali­
zadas en el Area de actuación Urbanística «Riera de Caldas» y 
a abonar a los recurrentes las cantidades que resulten de ellas, 
y el Ministerio de la Vivienda, con fecha 2 de abril del mismo 
año, dispone la ejecución de dicha sentencia en sus propios 
términos y la adopción de las medidas necesarias al efecto. 
No obstante, en el momento de interponer los recurrentes su 
demanda de amparo ante este Tribunal, ni la Administración 
Pública ha satisfecho las cantidades fijadas en la sentencia ni 
el Tribunal Supremo, a pesar de la insistencia de los recu­
rrentes, ha adoptado, tal como señala el artículo 110.1 de la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, cuantas me­
didas fueren adecuadas para promover y activar la ejecución de 
dicha sentencia.

2. Es preciso reconocer que esta situación supone, como 
afirman los recurrentes, una violación del artículo 24.1 de la 
Constitución. El derecho a la tutela efectiva que dicho artícu­
lo consagra no agota su contenido en la exigencia de que el 
interesado tanga acceso a los Tribunales de justicia, pueda 
ante ellos manifestar y defender su pretensión jurídica en igual­
dad con las otras partes y goce do la libertad de aportar 
todas aquellas pruebas que procesalmente fueran oportunas y

admisibles, ni se limita a garantizar la obtención dé una resolu­
ción de fondo fundada en derecho, sea o no favorable a la 
pretensión formulada, si concurren todos tos requisitos proce­
sales para, ello. Exige también que el fallo judicial se cumpla 
y qué el recurrente sea repuesto en su derecho y compensado, 
si hubiere lugar a ello, por el daño sufrido; lo contrario sería 
convertir las decisiones judiciales y el reconocimiento de los 
derechos que ellas comportan en favor de alguna de las partes, 
en meras declaraciones de intenciones.

3. El Abogado del Estado señala que al enjuiciar dicha 
situación ha de tenerse en cuenta que la ejecución de las sen­
tencias que condenan a la Administración al pago de una can­
tidad de dinero da lugar a una tensión entre dos principios 
constitucionales; El de seguridad jurídica, que obliga al cum­
plimiento de las sentencias, y el. de legalidad presupuestaria, 
que supedita dicho cumplimiento a la existencia de úna partida 
presupuestaria asignada a ese fin.

Es evidente que esa tensión existe y que su superación 
exige la armonización de ambos principios, pero esta armoni­
zación, cualquiera que sea la forma en que se realice, no 
puede dar lugar a que el principio de legalidad presupuestaria 
deje de hecho sin contenido un derecho que la Constitución 
reconoce y garantiza, pues, como hemos señalado anteriormen- 
el cumplimiento de las sentencias forma parte del derecho 
a la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales consagrado en 
el artículo 24. Del mismo modo, dicho principio no puede obs­
taculizar el control jurisdiccional de la ejecución de las-senten­
cias exigido también constitucionalmente.

El respeto que de forma especial los poderes públicos han de 
otorgar a las libertades y derechos fundamentales, y la sin­
gular relevancia que para el interés público tiene -el cumplimien­
to de las resoluciones judiciales, obliga a que la Administra­
ción pública y, en su caso, los Tribunales adopten las medidas 
necesarias a fin de garantizar que el mencionado derecho cons­
titucional adquiera plena efectividad. por lo que en ningún 
caso el principio de legalidad presupuestaria puede justificar 
que la Administración posponga la ejecución de las sentencias 
más allá del tiempo necesario para obtener, actuando con la 
diligencia debida, las consignaciones presupuestarias en el caso 
de que éstas no hayan sido previstas. No cabe, pues, alegar 
dicho principio cuando, como en el presente caso, han trans­
currido cuatro años desde el momento de dictarse por el Tri­
bunal Supremo la sentencia cuya ejecución solicitan los recu­
rrentes.

4. La aplicación de los principios anteriormente expuestos al 
caso que nos ocupa requiere, sin embargo, delimitar el amparo 
solicitado y el alcance de la tutela que este Tribunal puede 
otorgar.

Los recurrentes solicitan en su demanda de amparo que 
«se condene y ordene inmediantamente la ejecución de la sen­
tencia dictada, por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, de 
fecha 9 de febrero de 1977, condenándose expresamente, y de 
inmediato, a la Administración que cumpla la indicada resolu­
ción judicial en todos sus pronunciamientos».

El Abogado del Estado considera que no puede fijarse con 
precisión el amparo solicitado por los recurrentes, ya que el 
«petitum» formulado en la demanda implica una cierta incon­
gruencia procesal: Si los recurrentes actúan por la vía del 
articulo 44 de la L. O. T. C. ante una omisión de un órgano 
judicial de la que presuntamente se deriva una violación del 
artículo 24.1 de la Constitución, carece de sentido solicitar que 
se condene a la Administración a que cumpla la sentencia, 
petición, por otra parte que no introduce ningún elemento nuevo 
que justifique la intervención del Tribunal Constitucional, pues 
el Tribunal sentenciador ha ordenado ya a la Administración 
dicho cumplimiento.

No obstante las anteriores consideraciones del Abogado del 
Estado, la vía por la cual se recurre, expresamente señalada 
en el escrito de demanda, y la argumentación jurídica, co­
herente con dicho planteamiento, en que se apoya el amparo 
solicitado, permiten entender que éste se centra en la orden de 
ejecución de la sentencia del Tribunal Supremo por dicho Tri­
bunal en cuanto que la no ejecución puede suponer una viola­
ción del artículo 24 de la Constitución.

5. Ahora bien, una vez iniciado el proceso de amparo, la 
Administración, los días 2, 3 y 4 de abril de 1981, procedió a 
abonar a los recurrentes las cantidades debidas en concepto de 
indemnización, fijadas de acuerdo con los términos contenidos 
en la sentencia, salvo en aquellos casos en que por diversas 
causas fue preciso consignarlas en la Caja General de Depó­
sitos. Así consta en las actuaciones remitidas por la Adminis­
tración y, especialmente, en la documentación enviada por el 
Instituto Catalán del Suelo así como en el escrito posterior del 
mismo, en el que, a instancia de este Tribunal, se precisa que 
las cantidades que figuran en dicha documentación represen­
tan la totalidad de. la indemnización fijada por la sentencia.

Los recurrentes alegan que dichas cantidades no incluyen 
los intereses de demora, pero la pretensión de que éstos sean 
satisfechos no puede ligarse al cumplimiento efectivo de 
la sentencia, cuyo alcance debe entenderse limitado a la parte 
dispositiva del fallo. En ella se condena a la Administración 
demandada a efectuar nuevas valoraciones y a abonar a los 
recurrentes las cantidades que resulten en cuanto no hayan 
sido por ellos percibidas, sin incluir pronunciamiento alguno 
sobre los posibles intereses devengados, por cuanto la cuestión 
planteada —y sobre la que se pronuncia dicha sentencia— con­
siste en la fijación del justiprecio de las fincas expropiadas.



Se ha producido, pues, de hecho, la satisfacción extrapro­
cesal de la pretensión de los recurrentes, tal como señalan el 
Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal, al haber ejecutado 
la. Administración la sentencia y resultar innecesaria en todo 
caso la actuación del Tribunal sentenciador.

6. El artículo 54 de la L. O. T. C. limita la función del 
Tribunal Constitucional, en el caso de recursos de amparo res­
pecto de decisiones de los Jueces y Tribunales, a concretar 
si se han violado derechos o libertades del demandante y a 
preservar o restablecer estos derechos o libertades, debiendo 
abstenerse de cualquier otra consideración sobre la actuación 
de los órganos jurisdiccionales.

Es preciso, por tanto, concluir que, una vez ejecutada la 
sentencia por la Administración, el proceso de amparo ha que­
dado sin objeto y no cabe pronunciamiento alguno de este Tri­
bunal, como pretenden los recurrentes, sobre el comportamien­
to del Tribunal Supremo en relación con la ejecución de la . 
sentencia condenatoria de la Administración.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Que no ha lugar a pronunciarse sobre el amparo solicitado 
por haber ejecutado la Administración la sentencia del Tribunal 
Supremo de 9 de febrero de 1977, durante la tramitación de este 
proceso.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Madrid a siete de junio de mil novecientos ochenta y dos.— 

Manuel García-Pelayo Alonso.—Angel Latorre Segura.—Manuel 
Diez de Velasco Vallejo.—Gloria Begué Cantón.—Rafael Gómez- 
Ferrer Morant.—Angel Escudero del Corral.—Firmados y ru­
bricados. .

16311 Pleno. Conflicto positivo de competencia número 16/ 
1982. Sentencia número 33/1982, de 8 de junio.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Ma­
nuel García-Pelayo y Alonso, Presidente, don Jerónimo Aroza- 
mena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de 
Velasco Vallejo, don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria Be- 
gué Cantón, don Francisco Tomás y Valiente, don Angel Escu­
dero del Corral y don Plácido Fernández Viagas, Magistrados, 
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia registrado con el nú­
mero 16/1982, promovido por el Consejo Ejecutivo de la Genera­
lidad de Cataluña, bajo la representación y defensa del Abogado 
don Manuel María Vicens i Matas, contra el Gobierno de la Na­
ción representado por el Abogado del Estado, en relación con la 
comunicación dirigida por el Gobernador Civil de Barcelona al 
Consejero de Sanidad y Seguridad Social de la Generalidad de 
Cataluña el 21 de septiembre de 1981, haciéndole saber que, si­
guiendo instrucciones de la Dirección General de Salud Pública 
del Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social, se habían 
adoptado las medidas pertinentes en relación con determinadas 
partidas de mejillones en estado nocivo, siendo ponente el Ma­
gistrado don Angel Latorre Segura, quien expresa el parecer del 
Tribunal.

I. ANTECEDENTES

1. El 20 de enero de 1982 la Generalidad de Cataluña sus­
citó conflicto positivo de competencia frente al Gobierno del 
Estado, por entender que la Comunicación que el excelentísi­
mo señor Gobernador Civil de Barcelona dirigió al honorable 
señor Consejero de Sanidad y Seguridad Social de la Generalidad 
de Cataluña el 21 de septiembre de 1981, así como las medidas 
adoptadas, vulneran la competencia de la Comunidad Autónoma. 
Sostiene su pretensión sustancialmente en los siguientes puntos:

a) La Comunicación a que se ha hecho referencia y que mo­
tiva el presente conflicto positivo de competencia, decía tex­
tualmente: «llmo. Sr.: El Director General de Salud Pública, 
del Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social, en el día 
de la fecha ha comunicado a este Gobierno Civil por vía telegrá­
fica que existe constancia de que las partidas de mejillones que 
están produciendo cuadros diarreicos y vómitos de pronóstco no 
grave han sido distribuidas también en esta provincia debién­
dose interceptar e inmovilizar con carácter urgente todas las 
partidas de mejillones frescos puestas a la venta, impidiendo su 
venta y consumo.

En su consecuencia, por parte do este Centro se ha dado 
traslado del expresado telegrama a todos los Alcaldes de esta 
provincia a fin de que adopten las medidas adecuadas y asimis­
mo se han cursado órdenes a las Fuerzas de Seguridad del 
Estado para que presten la colaboración y protección que di­
chas autoridades municipales requieran a los efectos indicados».

b) Sitúa de entrada la cuestión debatida sobre el exclusivo 
punto de examinar cuáles son las competencias sanitarias del 
Estado y cuáles de la Comunidad Autónoma y en este sentido 
interpretar lo dispuesto en el artículo 149.1.16 de la Constitución 
Española .C. E.), según lo también previsto en el artículo 17 
del Estatuto de Autonomía, completado todo ello con las trans­
ferencias competenciales recogidas en el Real Decreto 2.210/1979, 
de 7 de septiembre.

Del anterior cuadro normativo desprende el representante de 
la Generalidad, la conclusión de que al margen de la Sanidad 
exterior y la legislación sobre productos farmacéuticos, que co­
rresponde indiscutibelmente al Estado, a éste en materia sani­
taria y en el territorio de Cataluña, sólo le corresponde «la

edición de la legislación básica, la coordinación general de la 
Sanidad y la alta inspección conducente al cumplimiento de las 
funciones y competencias propias del Estado».

Por el contrario a la Comunidad Autónoma Catalana le co­
rresponde el desarrollo legislativo (potestad legislativa y regla­
mentaria) y la ejecución de dicha legislación básica, que en 
cuanto a los productos alimenticios detalla minuciosamente.

c) Partiendo de los anteriores presupuestos competenciales, 
entiende la Generalidad que las actuaciones del Gobernador Ci­
vil de Barcelona se enmarcan en el campo de la ejecución en 
materia sanitaria (actos de control sanitario e inspección de ali­
mentos), lo cual es de competencia exclusiva de la Generalidad 
de Cataluña, deduciéndose de ello que «el Gobierno Civil de Bar­
celona o, lo que es lo mismo, la Administración Central del Es­
tado se excedió en el uso de las competencias que le correspon­
den, invadiendo la esfera competencial de la Generalidad, al or­
denar la interceptación e inmovilización en la provincia de Bar­
celona de todas las partidas de mejillones frescos puestos a la 
venta, impidiendo su comercialización y consumo, y comunican­
do a la Generalidad la adopción de tales medidas como expre­
sión del ejercicio legitimo de unas facultades propias y, hasta 
cierto punto, de una inexistente relación jerárquica, cuando 
esas competencias correspondían y corresponden a la Comunidad 
Autónoma».

d) Por último la Generalidad en su escrito se refiere bre- 
visimamente al concepto de bases, que intenta explicar doctri­
nalmente, así como en el orden jurisprudencial haciendo refe­
rencia expresa a la sentencia de este Tribunal de 28 de julio 
de 1981 dictada en el recurso número 40/1981.

A mayor abundamiento de los argumentos ya expuestos para 
sustentar su competencia y para salir al paso de cualesquiera 
interpretación contraria, se extiende asimismo sobre el concepto 
de alta inspección y coordinación general de la Sanidad, para 
finalizar con un rechazo frontal de la interpretación de la expre­
sión «carácter supracomunitario», como posible justificación de 
las competencias ejercidas en este caso por el Gobernador Civil 
de Barcelona.

e) En conclusión de todo lo expuesto suplica que se anule 
la comunicación dirigida por el excelentísimo señor Gobernador 
Civil de Barcelona al honorable señor Consejero de Sanidad y 
Seguridad Social de la Generalidad de Cataluña, así como el 
traslado dado de la misma a los Alcaldes de la provincia da 
Barcelona y que se declare que la titularidad de la competencia 
controvertida. corresponde a la Generalidad de Cataluña.

2. Con fecha 5 de febrero de 1982 la Sección Primera del 
Pleno dictó una providencia en la que se acordaba tener por 
planteado el conflicto positivo de competencia por parte de la 
Generalidad de Cataluña, dando traslado del mismo al Gobierno 
para la evacuación del trámite de alegaciones.

Se ordenó la publicación en el «Boletín  Oficial del Estado» 
y «Diario Oficial» de la Generalidad de Cataluña del plantea­
miento del conflicto y su comunicación a la Presidencia de la 
Audiencia Territorial de Barcelona a los efectos del articulo 81.2 
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (L. O. T. C.).

3. Habiendo solicitado el Abogado del Estado, en escrito de 
24 de febrero de 1962, ampliación del plazo para formular alega­
ciones, se acordó por providencia de 3 de mayo de 1982, conce­
der uní prórroga de diez días a tales efectos.

4. Evacuó el Abogado del Estado sus alegaciones en escrito 
de 10 de mayo de 1982 y en el que sustancialmente se decía:

a) En el orden de los hechos la actuación del Gobernador 
Civil parte de un telegrama recibido en la madrugada del 21 
de septiembre, proveniente de la Dirección General de la Salud 
Pública, con la alerta sobre la posibilidad de mejillones en mal 
estado en la provincia de Barcelona.

Acto seguido dió cuenta a los Alcaldes de los distintos Ayun­
tamientos de este peligro, e indicando la procedencia de su in­
terceptación e inmovilización.

Se cursaron órdenes al Jefe Superior de Policía de Barcelona 
y a la Guardia Civil para que prestasen la colaboración y pro­
tección que requiriesen las autoridades municipales.


